
DENUNCIA SOBRE ACTOS DE HOSTILIZACION DURANTE LA 
CAMPAÑA ELECTORAL FORMULADA POR LA ASOCIACION 

“PRENSA LIBRE”  
 
 

Sumilla: El informe da cuenta de las actuaciones defensoriales 
realizadas ante la supuesta intervención de miembros del servicio de 
inteligencia en el seguimiento y hostilización de candidatos. Del 
informe se concluye que los contraindicios que se presentaron para 
desvirtuar la existencia de un plan elaborado y en vías de ejecución 
por los servicios de Inteligencia no resultan completamente 
satisfactorios, así por ejemplo la afirmación de la fiscalía militar, 
según la cual un sub oficial de la policía estaba haciendo taxi con un 
radio transmisor en la mano en las inmediaciones del lugar en el cual 
se encontraba un candidato presidencial no resulta convincente. Ante 
esta situación, se exhortó al Jurado Nacional de Elecciones a que 
inicie una investigación y, de ser el caso, promueva la actuación del 
Ministerio Público respecto a los hechos denunciados. Además, se 
hizo notar que la legislación vigente no cuenta con mecanismos 
especiales para investigar a los cuerpos de inteligencia, como por 
ejemplo, normas sobre protección de testigos y víctimas o aquellas 
que permitan la intervención de cuerpos de investigación 
especializados. 

 
 
I. ANTECEDENTES 
 
El 26 de agosto la asociación “Prensa Libre”, representada por los periodistas 
Rossana Cueva, Iván García, Guillermo Gonzáles, Luis Iberico y David Montoya, 
formuló un pedido de intervención a la Defensoría del Pueblo por la supuesta 
participación de miembros del Servicio de Inteligencia del Ejército (SIE) en 
operaciones de seguimiento y hostilización a eventuales candidatos a la Presidencia 
de la República en las próximas elecciones generales. Para sustentar su solicitud, la 
referida asociación adjuntó copia de un vídeo en el que se aprecian aparentes 
acciones de seguimiento, así como un documento que pondría en evidencia la 
existencia del denominado “Plan de Operaciones Políticos”.  
 
Según los documentos presentados, el mencionado plan estaría siendo ejecutado por 
miembros del SIE, así como del Servicio de Inteligencia Nacional (SIN) y estaría 
orientado a realizar acciones de seguimiento y hostilización a los eventuales 
candidatos a la Presidencia de la República, Alberto Andrade Carmona y Luis 
Castañeda Lossio. Con ese propósito, personal del SIE se habría organizado en 
diferentes grupos de trabajo manteniendo permanentes coordinaciones con el Cuartel 
General del Ejército, utilizando para ello líneas telefónicas destinadas a facilitar estas 
labores. Además, señala la asociación recurrente que en el referido plan se habría 
previsto la colaboración del SIE 3 para realizar labores de filmación y del SIE 5 para 
efectuar intrusiones telefónicas.  
 
 
II. COMPETENCIA DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO  
 
La Defensoría del Pueblo, conforme a los artículos 161º y 162º de la Constitución y el 
artículo 1º de su ley orgánica, Ley Nº 26520, es un órgano constitucional autónomo 
encargado de la defensa de los derechos constitucionales y fundamentales de la 



persona y la comunidad, así como de la supervisión del adecuado cumplimiento de los 
deberes de la administración estatal. En ese marco, las garantías para el libre ejercicio 
de los derechos ciudadanos de elegir y ser elegido, reconocidos en el artículo 31º de 
la Constitución, así como el correcto uso de las funciones y recursos estatales en los 
procesos electorales, como presupuesto esencial para una contienda electoral 
imparcial, justa y transparente, constituyen temas de especial atención institucional.  
 
Para el ejercicio de sus deberes constitucionales el Defensor del Pueblo de acuerdo al 
artículo 9º de su ley orgánica está facultado para:  

 
“iniciar y proseguir, de oficio o a petición de parte cualquier investigación 
conducente al esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración 
Pública que implicando el ejercicio ilegítimo, defectuoso, irregular, moroso, 
abusivo, o excesivo, arbitrario o negligente de sus funciones, afecte la vigencia 
plena de los derechos constitucionales y fundamentales de la persona” . 

 
En el presente caso, los hechos denunciados se refieren a actos irregulares imputados 
a funcionarios públicos pertenecientes a instituciones armadas o policiales y que 
demandan una intervención defensorial a fin de contribuir con su debido 
esclarecimiento, teniendo presente el especial contexto en que supone la proximidad 
de un proceso electoral. 
 
 
III. MARCO NORMATIVO 
 
1. Constitución de 1993 
 

Artículo 159º. Corresponde al Ministerio Público: 
1) Promover de oficio o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la 

legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho. 
 
Artículo 163º. El Estado garantiza la seguridad de la Nación mediante el Sistema 
de Defensa Nacional. 
 
Artículo 166º. La Policía Nacional tiene por finalidad fundamental garantizar, 
mantener y restablecer el orden interno. Presta protección y ayuda a las 
personas y a la comunidad. Garantiza el cumplimiento de las leyes y la 
seguridad del patrimonio público y del privado. Previene, investiga y combate la 
delincuencia. Vigila y controla las fronteras. 
 
Artículo 173º. En caso de delito de función, los miembros de las Fuerzas 
Armadas y la Policía Nacional están sometidos al fuero respectivo y al Código de 
Justicia Militar. Las disposiciones de éste no son aplicables a los civiles, salvo en 
el caso de los delitos de traición a la patria y de terrorismo que la ley determina. 
La casación a que se refiere el artículo 141º sólo es aplicable cuando se 
imponga la pena de muerte. 
 
Artículo 178º. Compete al Jurado Nacional de Elecciones: 
1) Fiscalizar la legalidad del ejercicio del sufragio y de la realización de los 

procesos electorales, del referéndum y de otras consultas populares, así 
como también la elaboración de los padrones electorales.  

2) Velar por el cumplimiento de las normas sobre organizaciones políticas y 
demás disposiciones referidas a materia electoral.  

 
2. Ley Orgánica del Ministerio Público (Decreto Legislativo Nº 52) 



 
Artículo 1º. El Ministerio Público es el organismo autónomo del Estado que tiene 
como funciones principales la defensa de la legalidad, los derechos ciudadanos 
y los intereses públicos, la representación de la sociedad en juicio, para los 
efectos de defender a la familia, a los menores e incapaces y el interés social, 
así como para velar por la moral pública; la persecución del delito y la reparación 
civil. También velará por la prevención del delito dentro de las limitaciones que 
resultan de la presente ley y por la independencia de los órganos judiciales y la 
recta administración de justicia y las demás que le señalan la Constitución 
Política del Perú y el ordenamiento jurídico de la Nación. 

 
3. Ley Orgánica del Jurado Nacional de Elecciones (Ley Nº 26486) 
 

Artículo 1º. El Jurado Nacional de Elecciones es un organismo autónomo que 
cuenta con personería jurídica de derecho público, encargado de administrar 
justicia en materia electoral; de fiscalizar la legalidad del ejercicio del sufragio, de 
la realización de los procesos electorales; de mantener y custodiar el registro de 
organizaciones políticas; y demás atribuciones a que se refieren la Constitución y 
las leyes. 

 
Artículo 5º. Son funciones del Jurado Nacional de Elecciones:  
c) Fiscalizar la legalidad de la realización de los procesos electorales, del 

referéndum y de otras consultas populares; en cumplimiento del artículo 
178º de la Constitución Política del Perú y de las normas legales que 
regulan los procesos; (…) 

q) Denunciar a las personas, autoridades, funcionarios o servidores públicos 
que cometan infracciones penales previstas en la ley. 

 
4. Ley de Bases de las Fuerzas Policiales (Decreto Legislativo Nº 371)  
 

Artículo 3º. La Policía Nacional del Perú está al servicio de la comunidad; 
constituye el elemento fundamental que posee el Estado para proteger a las 
personas y mantener el orden interno. 

 
5.  Adecúan la estructura orgánica de la Policía Nacional del Perú (Decreto 

Legislativo Nº 744) 
 

Órganos de control: 
 
Artículo 21º. Están constituidos por: 
- La Inspectoría General. Es el órgano de más alto nivel del Sistema de 

Control de la Policía Nacional del Perú, encargado de controlar y evaluar, 
la correcta aplicación y cumplimiento de las Leyes y Reglamentos, así 
como el empleo adecuado de los recursos hasta el nivel provincial. Está a 
cargo de un Teniente General de la Policía Nacional del Perú. 

- La Oficina de Moralización Institucional y Disciplinaria. Es el órgano 
encargado de controlar y evaluar los aspectos inherentes a la moralidad y 
disciplina del personal de la Policía Nacional y en todos los niveles de la 
organización así como proponer las medidas correctivas correspondientes. 
Depende del Inspector General de la Policía Nacional del Perú. 

 
6.  Ley Orgánica del Ministerio de Defensa (Decreto Legislativo Nº 434) 
 

Artículo 12º. La Oficina de Inspectoría General es el órgano encargado de 
ejercer su función de control en el Despacho Ministerial, Comando Conjunto de 



las Fuerzas Armadas y organismos públicos descentralizados, de conformidad 
con la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y demás normas 
pertinentes, tiene relación funcional con las Inspectorías Generales de las 
Fuerzas Armadas. (Modificado por el artículo 24º del Decreto Legislativo Nº 743, 
Ley del Sistema de Defensa Nacional). 

 
7. Ley Orgánica del Ejército Peruano (Decreto Legislativo Nº 437) 
 

Artículo 12º. La Inspectoría General del Ejército es el órgano de control de más 
alto nivel del Ejército. Está a cargo de un general de división. 

 
8. Ley Orgánica del Sistema de Inteligencia Nacional (Decreto Ley Nº 25635) 
 

Artículo 1º. El Sistema de Inteligencia Nacional  –SINA– forma parte del Sistema 
de Defensa Nacional y tiene por finalidad desarrollar actividades de inteligencia 
que contribuyan a la seguridad de la Nación que el Estado garantiza mediante la 
Defensa Nacional. 
 
Artículo 6º. El Sistema de Inteligencia Nacional está conformado por: 
a) El Servicio de Inteligencia Nacional. 
b) Los órganos de inteligencia del sector Defensa. 
 
Artículo 7º. El Servicio de Inteligencia Nacional es el organismo central y rector 
del Sistema de Inteligencia Nacional. Tiene rango ministerial y se encarga de 
producir, integrar, dirigir, coordinar, controlar y realizar, en los niveles a que se 
refiere el artículo 4º actividades de inteligencia y contrainteligencia requeridas 
por la seguridad y la defensa nacional. Depende directamente del Presidente de 
la República. 
 
Artículo 10º. Corresponde al Servicio de Inteligencia Nacional: 
e) Aprobar el Plan de Anual de actividades de los respectivos órganos de 

inteligencia conformantes del Sistema de Inteligencia Nacional.  
h) Planear, dirigir y supervisar los programas de capacitación, investigación y 

desarrollo en materia de inteligencia y contrainteligencia de los órganos 
conformantes del sistema. 

 
Artículo 19º. La Escuela de Inteligencia Nacional (ESIN) es el órgano rector de 
las aciones de capacitación dentro del Sistema Inteligencia Nacional. Las 
Escuelas de los demás organismos conformantes del Sistema normarán sus 
actividades de acuerdo a las directivas que emita la ESIN. 
 
Artículo 23º. Los órganos de inteligencia de los ministerios de Defensa, del 
Interior, de Relaciones Exteriores, de Economía y Finanzas y de Educación, 
respectivamente, proporcionarán al Servicio de Inteligencia Nacional la 
documentación, información e inteligencia que les sea requerida.  
 
Artículo 24º. Los titulares de los órganos de inteligencia que conforman el 
Sistema de Inteligencia Nacional son designados con opinión favorable del Jefe 
del Servicio de Inteligencia Nacional; obligatoriamente se reúnen, individual o 
corporativamente, a requerimientos de éste no pudiendo delegar tal 
responsabilidad.        

 
9. Ley Orgánica de Elecciones (Ley Nº 26859) 

 



Artículo 385º. Son reprimidos con pena privativa de la libertad no menor de dos 
años ni mayor de seis y pena no mayor de treinta días de multa, así como con 
pena accesoria de inhabilitación por igual tiempo al de la condena, de 
conformidad con los incisos 1), 2), 3) y 4) del artículo 36º del Código Penal: 
Las autoridades políticas, militares, policiales, municipales y los funcionarios o 
empleados públicos que, abusando de sus cargos, obliguen a un elector a firmar 
una lista de adherentes a un partido político o para la presentación de una 
candidatura de determinado partido, lista o candidato, o los que realicen algún 
acto que favorezca o perjudique a determinado partido o candidato. 

 
10.  Código Penal (Decreto Legislativo Nº 635) 
 

Artículo 376º. El funcionario público que, abusando de sus atribuciones, comete 
u ordena, en perjuicio de alguien, un acto arbitrario cualquiera, será reprimido 
con pena privativa de libertad no mayor de dos años.  

 
 
IV.    ACTUACIONES DEFENSORIALES 
 
La Defensoría del Pueblo admitió la queja presentada y a través del Oficio N° DP-99-
719 de fecha 31 de agosto, solicitó información al Jefe del Servicio de Inteligencia 
Nacional en su condición organismo central y rector de dicho sistema, del que forma 
parte el Servicio de Inteligencia del Ejército, conforme lo establece el inciso b) del 
artículo 6º y el artículo 7º del Decreto Ley Nº 25635, Ley del Sistema de Inteligencia 
Nacional. Asimismo, mediante los Oficios N° DP-99-717 y DP-99-718, ambos también 
del 31 de agosto, se formularon sendos pedidos de información al Jurado Nacional de 
Elecciones y al señor Ministro de Defensa. Hasta el momento sólo el Jurado Nacional 
de Elecciones ha respondido a tales pedidos de información.  
 
Paralelamente, con fecha, 7 de setiembre de 1999 el Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar remitió al señor Defensor del Pueblo el Oficio Nº 275-P-CSJM. En 
este documento informa que ante las denuncias formuladas a través de distintos 
medios de comunicación, el General del Ejército y Comandante General del Ejército 
“con el fin de preservar la imagen institucional y deslindar cualquier responsabilidad 
que pudiera existir” había solicitado al Consejo Supremo de Justicia Militar que efectúe 
una investigación para determinar las responsabilidades a que hubiere lugar.  
 
La investigación realizada por el Fiscal Militar de la Vocalía de Instrucción del Consejo 
Supremo de Justicia Militar y por el Fiscal Superior de la Sala de Guerra del Consejo 
Supremo de Justicia Militar, había concluido con el archivamiento definitivo de los 
actuados. No obstante ello, se había  determinado también la procedencia de poner el 
caso en conocimiento del Jurado Nacional de Elecciones con el fin de que este 
organismo actuara de acuerdo a ley, al considerar que los periodistas de la asociación 
“Prensa Libre” habían cometido los delitos contra la fe pública y la función 
jurisdiccional, en agravio del Estado. 
 
Posteriormente, el 8 de setiembre, el Presidente del Jurado Nacional de Elecciones 
remitió a la Defensoría del Pueblo el Oficio Nº 5473-99-P/JNE. En esta comunicación 
se informó que en la sesión realizada el día anterior, se había tomado conocimiento 
del informe remitido por el Consejo Supremo de Justicia Militar y acordado enviar 
copia del expediente formado a la Presidenta de la Comisión Ejecutiva del Ministerio 
Público, para los fines de ley. 
 
Al momento de elaboración del presente informe, el expediente remitido a la Comisión 
Ejecutiva del Ministerio Público había ingresado con fecha 14 de setiembre del año en 



curso a la Fiscalía Provincial Penal Especializada en Delitos Tributarios y Aduaneros 
(Exp. N° 603-99), la misma que amplió el plazo de investigación policial por 15 días 
adicionales. 
 
V.  ANALISIS 
 
1. Competencia de la justicia militar para investigar los hechos denunciados  
 
 A juicio de la Defensoría del Pueblo, un aspecto relevante del presente informe 

consiste en evaluar los alcances y procedencia de una investigación por parte de 
la justicia militar en el presente caso que, como queda dicho, tuvo lugar a pedido 
del General del Ejército y Comandante General del Ejército, y concluyó siendo 
archivada coincidiendo al efecto las opiniones  tanto del fiscal militar de la 
Vocalía de Instrucción como del fiscal de la Sala de Guerra del Consejo 
Supremo de Justicia Militar. 

 
En nuestro ordenamiento jurídico la justicia militar ha sido instituida para 
sancionar el quebrantamiento del orden, moral o disciplina en las instituciones 
castrenses (artículo II del Título Preliminar de la Ley Orgánica de Justicia Militar, 
Decreto Ley Nº 23201). Estos valores militares cobran sentido sólo con relación 
a los fines que la Constitución asigna a las Fuerzas Armadas, esto es “garantizar 
la independencia, la soberanía y la integridad territorial de la República” (artículo 
163º de la Constitución) Por ello, aun asumiendo la hipótesis de que los hechos 
sólo hubieran comprometido a personal militar o policial (excluyendo la eventual 
participación de civiles) a juicio de la Defensoría del Pueblo la justicia militar no 
sería la competente para investigar y sancionar la afectación de bienes jurídicos 
no militares. 

 
En el caso que examinamos, los bienes jurídicos que habrían sido afectados no 
pueden ser definidos como bienes jurídicos castrenses. En efecto, los  hechos 
denunciados y atribuidos a un supuesto plan en ejecución, se refieren a actos de 
hostilización y acoso a los señores Castañeda Lossio y Andrade Carmona 
destinados a perjudicar las campañas electorales de estos posibles candidatos, 
por parte de funcionarios militares y policiales.  

 
En todo caso, dichas conductas  --de ser verificadas– estarían comprendidas en 
los alcances del artículo 385º inciso a) de la Ley Nº 26859, Ley Orgánica de 
Elecciones, según el cual serán reprimidos con pena privativa de la libertad y con 
una pena accesoria de inhabilitación por el mismo tiempo, las “autoridades 
políticas, militares, policiales municipales y los funcionarios o empleados 
públicos que, abusando de sus cargos, (…) realicen algún acto que favorezca o 
perjudique a determinado partido o candidato”.   
 
Asimismo, podrían estar tipificadas en el artículo 376º del Código Penal según el 
cual el “funcionario público que, abusando de sus atribuciones, comete u ordena, 
en perjuicio de alguien, un acto arbitrario cualquiera, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de dos años” 
 
Ahora bien, ello no obsta para que una vez concluida la investigación por parte 
del Ministerio Público, de carecer estos hechos de contenido penal, las 
entidades con potestades disciplinarias puedan realizar investigaciones propias 
referidas al incumplimiento de deberes militares por parte de los posibles 
involucrados, destinadas a la corrección interna de los funcionarios militares que 
resulten responsables. Ello en la medida que hechos como los denunciados no 
sólo habrían puesto en peligro el normal desarrollo del proceso electoral, sino 



que desvirtuarían el sentido de sus instituciones, más aún cuando podrían 
haberse utilizado irregularmente recursos públicos.  

 
En efecto, es evidente que un funcionario policial que por ejemplo, usa un 
vehículo policial para perturbar con su sirena un discurso de campaña electoral o 
para impedir el paso de un candidato, se encuentra perturbando el orden interno, 
cuando precisamente, su misión es mantenerlo. Por tanto, debería ser sujeto de 
un procedimiento disciplinario, a cargo de las respectivas entidades de control 
interno, como las Inspectorías de cada región o la misma Inspectoría General. 
Asimismo, una denuncia contra miembros del Ejército que habrían usado las 
instalaciones y en general los recursos de esta institución para fines distintos de 
la garantía de la soberanía del pueblo y la integridad del territorio, debe motivar 
una inmediata reacción de la Inspectoría General y sus órganos dependientes.  

 
2. Ausencia de una adecuada investigación de los hechos denunciados  
 
 2.1.  Los hechos denunciados 
 
 El vídeo alcanzado por la asociación “Prensa Libre” da cuenta de algunos actos 

que responderían a un plan de seguimiento y hostilización realizados en contra 
de candidatos. Adicionalmente, la citada asociación señala en su solicitud de 
intervención, que por los equipos utilizados para realizar las filmaciones y actos 
de hostilidad denunciados así como por la forma de desplazamiento de los 
autores, presumen la vinculación de los mismos con el Servicio de Inteligencia 
Nacional y el Servicio de Inteligencia del Ejército. Por su parte, a través de 
declaraciones periodísticas, tanto el señor Castañeda Lossio como el señor 
Andrade Carmona, han denunciado puntuales actos de seguimiento y 
hostilización en contra suya y de sus movimientos políticos, que obedecerían a 
una campaña elaborada y conducida por funcionarios estatales.  

 
En ese sentido, el hecho denunciado y por ende lo que debe ser materia de una 
exhaustiva investigación por parte de las autoridades competentes, es decir el 
Ministerio Público, el Poder Judicial y el Jurado Nacional de Elecciones, es la 
existencia o no de un plan elaborado y en vías de ejecución por el Servicio de 
Inteligencia del Ejército y el Servicio de Inteligencia Nacional, destinado al 
seguimiento y hostilización de los señores Luis Catañeda Lossio y Alberto 
Andrade Carmona, eventuales candidatos a la Presidencia de la República, así 
como de sus respectivos movimientos políticos.  En todo caso, y al margen del 
supuesto plan de operaciones atribuido a los referidos cuerpos de inteligencia, 
deberá investigarse si los actos concretos de hostilidad denunciados obedecen o 
no a órdenes o directivas emanadas de alguna autoridad.  

 
2.2. Indicios presentados para sustentar los hechos denunciados  

 
Un hecho puede ser probado a través de prueba directa o de prueba indirecta, 
también denominada indiciaria. La prueba indirecta o indiciaria, a diferencia de la 
prueba directa, se caracteriza porque el elemento o la fuente de prueba no 
aportan datos suficientes para demostrar el hecho objeto de investigación, sino 
que dan certeza de unos hechos que si bien no coinciden con el hecho 
investigado y la responsabilidad por el mismo, resultan significativos para 
deducirlo a partir de ellos.   

 
En ese sentido, a través de la prueba indiciaria se prueban directamente unos 
hechos (indicios) que permiten deducir de ellos a través de un razonamiento 
guiado por las reglas de la lógica y las máximas de la experiencia, otro hecho (el 



hecho indicado o investigado), estableciéndose un nexo causal coherente y 
razonable entre el indicio y el hecho objeto de prueba. De otro lado, en el caso 
de que un hecho requiera ser probado a través de varios indicios, estos deben 
ser concordantes y concurrentes; es decir, no deben ser contradictorios entre sí 
permitiendo relacionarlos y deben ser coincidentes respecto de determinadas 
circunstancias relevantes vinculadas al hecho objeto de prueba (móvil, medio 
empleado, referencia a un mismo plan delictivo, entre otras). 

 
Para que los indicios tengan idoneidad probatoria, no deben ser desvirtuados o 
desacreditados por otros indicios que apunten a conclusiones contrarias, es 
decir, no deben existir contraindicios. Así, al igual que los indicios, el 
contraindicio debe ser un hecho probado, del cual sea posible establecer a 
través de un razonamiento lógico, guiado por las reglas de la experiencia, una 
conclusión contraria a las arribadas a través de los indicios. Es decir, opera de 
manera negativa respecto al indicio.         

 
La asociación “Prensa Libre” presentó a través de un vídeo una serie de indicios 
para sustentar su denuncia. Para la Defensoría del Pueblo resultan 
especialmente relevantes los siguientes:  

   
a) Presencia de personas ajenas al movimiento del señor Castañeda 

Lossio, que filmaron y realizaron seguimiento durante sus 
manifestaciones políticas en las ciudades de Cerro de Pasco y el 
distrito de Los Olivos en Lima.  

  
En el video presentado por la asociación “Prensa Libre”, se advierte la presencia 
de personas ajenas a los simpatizantes y miembros del movimiento del señor 
Castañeda Lossio en las manifestaciones políticas realizadas en la ciudad de 
Cerro de Pasco y el distrito de los Olivos, que de manera encubierta, registraron 
con cámaras de vídeos las actividades desarrolladas por el referido candidato. 
 
Así, en el desarrollo de una manifestación política del señor Castañeda Lossio 
en la ciudad de Cerro de Pasco, se aprecia que desde un automóvil en marcha 
(de marca Nissan, de color blanco y con placa de rodaje AN-1678), una persona 
realizaba una filmación de manera encubierta desde el asiento posterior mientras 
que la persona que conducía el vehículo se comunicaba a través de un equipo 
de radio transmisor.  
 
Asimismo, se aprecia en el referido vídeo que una persona, desde el techo de un 
inmueble y ocultándose detrás de un tanque de agua, realiza en horas de la 
noche una filmación a la manifestación del señor Castañeda Lossio en el distrito 
de los Olivos. 
  
b) Actuación policial en las manifestaciones políticas realizadas por el 

señor Castañeda Lossio en el departamento de Ancash  
 
En el referido vídeo se advierte la presencia de vehículos y efectivos policiales 
que dificultaron en un caso y perturbaron en otro las actividades políticas del 
señor Castañeda Lossio en las ciudades de Carhuaz y Caraz. 
 
En el primer caso, se aprecia una camioneta de color blanco que tenía en una de 
sus partes laterales el número “2936” y que pertenecía a la comisaría de Anta, 
conforme lo indicaba la inscripción que figuraba en una de las puertas. Este 
vehículo fue estacionado y abandonado sin conductor, obstaculizando la vía a 
través de la cual el señor Castañeda Lossio y sus adherentes debían ingresar a 



la ciudad de Carhuaz. De acuerdo a la denuncia periodística este hecho se 
produjo en el mes de julio del presente año.  

 
Asimismo, también se advierte que en la ciudad de Caraz, momentos previos a 
una manifestación programada para que el señor Castañeda Lossio se dirija a 
sus seguidores, se suspendió el fluido eléctrico en dicha ciudad, razón por la 
cual el señor Castañeda tuvo que emplear un megáfono para pronunciar su 
discurso. En ese momento, una unidad policial con cuatro ocupantes, tres de los 
cuales estaban uniformados, se estacionó en las inmediaciones de la 
manifestación activando la sirena del auto policial, perturbando de este modo el 
discurso del señor Castañeda Lossio. Este hecho ha sido también registrado en 
el vídeo que ha sido entregado a la Defensoría del Pueblo por la asociación 
recurrente, razón por la cual consideramos que es posible identificar a los 
efectivos policiales que intervinieron en estos hechos. 
 
c) Llamadas telefónicas que indicarían que los números telefónicos, 

contraseñas o seudónimos contenidos en la copia fotostática del 
supuesto “Plan de Operaciones Políticos”, están al servicio del mismo. 

  
En el vídeo se aprecia una secuencia en la cual uno de los integrantes de la 
asociación “Prensa Libre” realiza una llamada telefónica, supuestamente a uno 
de los números destinados a la comunicación entre los agentes del Servicio de 
Inteligencia del Ejército en el marco del denunciado ”Plan de Operaciones 
Políticos”. El número telefónico marcado habría sido obtenido de la fotocopia del 
supuesto plan antes mencionado.  
 
En dicha secuencia, la llamada es atendida por una contestadora automática que 
menciona al Cuartel General del Ejército como el lugar de recepción de la 
misma. Luego, la persona que realiza la llamada solicita que le comuniquen con 
el número de anexo 2460, recibiendo como respuesta que no había acceso al 
mismo, por lo que solicita comunicación con el número de anexo 2461, en el cual 
si recibe respuesta. Ambos números de anexo habían sido obtenidos también de 
la fotocopia antes aludida.  
 
En la comunicación que sostiene la persona que realiza la llamada, utiliza con su 
interlocutor los apelativos o seudónimos que figuran en la fotocopia del supuesto 
”Plan de Operaciones Políticos”, simulando ser un agente del Servicio de 
Inteligencia del Ejército que se encontraba en problemas. Así se identificó como 
”Cerro” y preguntó por ”Carpio” quien figura como Jefe de la Operación en el 
Anexo 01 del plan aludido. El interlocutor reaccionó con naturalidad ante el uso 
de los seudónimos, mostrando conocer al denominado ”Carpio”, manifestando 
que le transmitiría el mensaje recibido. 
 
d) Coincidencia entre el tipo de acciones denunciadas en el vídeo y las 

detalladas en la copia fotostática de un documento que se denuncia 
habría sido elaborado por el SIE y que reflejaría el plan cuestionado 

 
Los hechos antes expuestos corresponden con el tipo de acciones detalladas en 
la copia fotostática a la que tuvo acceso la Defensoría del Pueblo y que contiene 
a un supuesto denominado ”Plan de Operaciones Políticos” cuya autoría, se 
denuncia, correspondería al Servicio de Inteligencia del Ejército.  
 
2.3. Descargos presentados para desvirtuar los hechos denunciados 

  



Conviene destacar que, salvo los indicios presentados en los puntos c) y d), 
cuyas observaciones serán tratadas más adelante, la ocurrencia de estos 
hechos no fue desmentida o negada por alguna autoridad, sino por el contrario, 
algunos de ellos fueron corroborados al momento de la investigación realizada 
en la justicia militar. En efecto, tanto la resolución de la Fiscalía Militar de la 
Vocalía de Instrucción, como de la Fiscalía de la Sala de Guerra del Consejo 
Supremo de Justicia Militar, corroboran la ocurrencia de los hechos verificados 
en la ciudad de Carhuaz y Cerro de Pasco. Ambas resoluciones se sustentan en 
el Oficio Nº 2569-99-DGPNP/SG, de fecha 31 de agosto de 1999, que remitió a 
dicha instancia de la Justicia Militar el Director General de la Policía Nacional del 
Perú.       

 
En efecto, en dichas resoluciones a partir de comprobar la ocurrencia de los 
hechos mencionados, se cuestiona la capacidad indiciaria de los mismos para 
probar la existencia de un plan en ejecución por parte de miembros del Servicio 
de Inteligencia del Ejército y del Servicio de Inteligencia Nacional, destinado a 
realizar seguimiento y hostilización a los señores Castañeda Lossio y Andrade 
Carmona. De este modo, se presentan como contraindicios los siguientes:     

 
a) El Oficio Nº 2569-99-DGPNP/SG, de fecha 31 de agosto de 1999, 

remitido a la Fiscalía Militar por el Director General de la Policía 
Nacional del Perú 

 
En las resoluciones de la Fiscalía Militar mencionadas, se señala que el Director 
General de la Policía Nacional del Perú remitió a dicho órgano de la Justicia 
Militar el Oficio Nº 2569-99-DGPNP/SG, de fecha 31 de agosto de 1999, a través 
del cual se explica lo siguiente: 
 
• La camioneta de la Policía Nacional del Perú de color blanco que aparece 

en el vídeo con la inscripción ”Policía de Carreteras” pertenece a la 
comisaría de Anta y se encontraba cumpliendo funciones policiales propias 
del servicio de acuerdo al Plan de Operaciones ”Visita Agro-noventinueve”, 
de fecha 8 de julio de 1999. 

 
• La persona que aparece en el vídeo conduciendo el vehículo color blanco 

marca Nissan, placa de rodaje AN – 1678,  en las inmediaciones de la 
manifestación política realizada por el señor Castañeda Lossio en la ciudad 
de Cerro de Pasco, es el sub oficial de primera de la Policía Nacional del 
Perú, Wilder Carlos Sutta Delgado. El referido sub oficial se encontraba 
circunstancialmente en dicho lugar, realizando servicio de taxi en sus horas 
libres. 

 
•   El radio transmisor que se observa en el vídeo estaba siendo utilizado por el 

referido sub oficial, le fue asignado por su comando a fin de poder ubicarlo 
ante cualquier eventualidad, toda vez que es el funcionario policial más 
antiguo del servicio de guardia de la Sub Región de Pasco. Para acreditar 
este argumento se menciona la manifestación del referido sub oficial. 

 
b) Diligencias que cuestionarían la veracidad de la llamada telefónica 

realizada por un representante de la asociación “Prensa Libre” 
 
Las resoluciones de la Fiscalía Militar cuestionan la veracidad de la llamada 
telefónica realizada por un representante de la asociación “Prensa Libre” que se 
advierte del vídeo presentado a la Defensoría del Pueblo. Se sostiene que las 
diligencias de verificación y constatación sobre la ubicación de los números 



telefónicos que aparecen en los documentos denominados ”Plan de Operaciones 
Políticos”, permiten concluir que tales números no pertenecen al Servicio de 
Inteligencia del Ejército. Se indica que la llamada realizada por el miembro de la 
referida asociación constituye un acto simulado y doloso, que pretende 
demostrar que la comunicación se realizó con el Servicio de Inteligencia del 
Ejército. Además, se señala que, según consta en un acta de una diligencia de 
inspección y verificación realizada por la Fiscalía de la Vocalía de Instrucción del 
Consejo Supremo de Justicia Militar, en la central telefónica del Cuartel General 
del Ejército no existe contestadora automática para atender llamadas telefónicas, 
pues ellas son atendidas por operadoras.  
 
c) Negación de la existencia de algún ”Plan de Operaciones Políticos” 

elaborado por el Servicio de Inteligencia del Ejército 
 
La Fiscalía Militar niega la existencia de algún ”Plan de Operaciones Políticos”, 
atribuido al Servicio de Inteligencia del Ejército. Llegó a dicha conclusión luego 
que el Fiscal Militar de la Vocalía de Instrucción del Consejo Supremo de Justicia 
Militar, realizó las siguientes diligencias:  

  
•   Manifestaciones de los oficiales coronel Ejército Peruano José Príncipe 

Gambini y los tenientes coroneles del Servicio de Inteligencia del Ejército, 
Julio Molina del Castillo, Miguel Peñarrieta Valenzuela, Noé Miranda 
Pesantes, Miguel Angel Vargas Machuca Villafuerte.  

 
•   Inspección ocular en las instalaciones del Servicio de Inteligencia del 

Ejército. 
 
•   Constatación de criptónimos (claves secretas o seudónimos). 
 
•   Inspección, constatación y verificación de números y anexos telefónicos en 

el Servicio de Inteligencia del Ejército y en la central telefónica del Cuartel 
General del Ejército. 

 
•   Dictamen pericial de grafotécnia, realizado por la Dirección Nacional de 

Criminalística de la Policía Nacional, en los zincograbados publicados en la 
Revista ”Caretas”, en el diario la ”La República” y en las copias de los planes 
de operaciones denominados ”Políticos”. 

 
•   El contenido del oficio cursado por el Director General de la Policía Nacional 

a la Fiscalía Militar. 
 
2.4. Aspectos que deberían tomarse en consideración al momento de 

efectuar la investigación de los hechos denunciados  
 
De lo señalado hasta el momento puede inferirse válidamente que la 
investigación llevada cabo en el fuero militar no ha sido satisfactoria, razón por la 
cual creemos necesario que a su turno, el Ministerio Público, el Poder Judicial y 
el Jurado Nacional de elecciones, así como los órganos de Inspectoría General 
del Ejército y la Policía Nacional deben tomar en consideración al momento de 
efectuar la investigación que les corresponde los siguientes aspectos: 
 
a) El contraindicio debe ser un hecho probado con suficiente idoneidad 

para poder deducir de él una conclusión contraria al indicio al que se 
opone. 

 



A continuación se establecen algunas consideraciones que permitirían afirmar 
que los descargos expuestos no constituirían contraindicios idóneos para 
desvirtuar la señalado en la denuncia presentada por la asociación “Prensa 
Libre”. 
 
•   En primer lugar, no se hace ninguna mención al incidente provocado en la 

ciudad de Carhuaz por la camioneta color blanco con número “2936”, 
perteneciente a la comisaría de Anta. Así, se hace referencia a un incidente 
distinto donde también se aprecia a un vehículo policial de la comisaría de 
Anta, señalándose simplemente que se encontraba cumpliendo funciones 
policiales propias del servicio en el marco de un plan de operaciones 
denominado ”Visita Agronoventinueve”. Sin embargo, no se explica en qué 
consistía dicho plan de operaciones a efectos de evaluar la proporcionalidad 
de tal medida. De este modo, no se da ninguna justificación al hecho de 
haberse dejado estacionado dicho vehículo policial, sin conductor y 
bloqueando una vía de acceso a la ciudad de Carhuaz. Asimismo, se omite 
hacer referencia al incidente provocado por efectivos de la Policía Nacional 
en la ciudad de Caraz, que activaron la sirena de un vehículo policial 
perturbando la manifestación del señor Castañeda Lossio. 

 
•   Por su parte, el contraindicio presentado para desvirtuar el incidente ocurrido 

en la ciudad de Cerro de Pasco no resulta convincente. Sólo a manera de 
ejemplo puede citarse la afirmación contenida en la investigación de la 
fiscalía militar según la cual el sub oficial de la PNP Carlos Sutta Delgado se 
encontraba haciendo taxi con un radio transmisor en la mano en las 
inmediaciones del lugar donde se encontraba el candidato Castañeda Lossio 
en la ciudad de Cerro de Pasco. Ello constituye un argumento que merece 
una mayor investigación por parte de los órganos disciplinarios de dicha 
institución policial. A ello debe agregarse que también se deja sin 
explicación el hecho que en el vehículo conducido por el referido sub oficial 
se encontraba una persona realizando de manera encubierta una filmación 
de las actividades políticas del señor Castañeda Lossio. 

 
•   Cabe precisar que la filmación y seguimiento de las actividades políticas de 

los eventuales candidatos presidenciales no se pueden justificar en el marco 
de las funciones propias de los cuerpos de inteligencia o en las de brindar 
seguridad por parte de la Policía Nacional del Perú. En el primer caso, 
porque de acuerdo a los incisos a) y b) del artículo 6º del Decreto Ley Nº 
25635, Ley del Sistema de Inteligencia Nacional, el SIN y los órganos de 
inteligencia del Sector Defensa, respectivamente, forman parte del Sistema 
de Inteligencia Nacional, que de acuerdo al artículo 1º de la propia norma 
tiene por finalidad ”desarrollar actividades de inteligencia que contribuyan a 
la Seguridad de la Nación que el Estado garantiza mediante la Defensa 
Nacional”.  

 
•   Por su parte, de acuerdo al artículo 1º del Decreto Legislativo Nº 743, Ley 

del Sistema de Defensa Nacional, la Defensa Nacional se define como la 
”adopción permanente e integral de las previsiones y acciones que 
garanticen la independencia, la soberanía y la integridad del país”. En ese 
sentido, para que una eventual intervención del Servicio de Inteligencia 
Nacional como del Servicio de Inteligencia del Ejército, en las 
manifestaciones políticas de los señores Castañeda Lossio, Andrade 
Carmona, así como de cualquier persona, se encuentre justificada, las 
mismas deberían poner en riesgo la independencia, soberanía e integridad 



territorial del país, supuesto que en el presente caso no encuentra ningún 
elemento razonable que lo sustente.  

 
•   Asimismo, una eventual justificación de la filmación y seguimiento 

denunciados en razones de seguridad para los eventuales candidatos, 
tampoco se presenta como verosímil. En efecto, por un lado, no hubo 
ninguna solicitud de medidas de seguridad y por otro, de haberse otorgado 
de oficio, ello habría significado un mínimo nivel de coordinación con los 
propios candidatos, situación que en el presente caso no se verificó.  

 
•   Con relación al descargo referido a la veracidad de la llamada telefónica 

realizada por un representante de la asociación "Prensa Libre", 
consideramos que el mismo debe evaluarse no sólo a la luz de los otros 
indicios y descargos o contraindicios presentados, sino además, teniendo en 
cuenta la necesaria imparcialidad y transparencia que debe tener toda 
investigación, especialmente aquellas en las que se encuentra 
comprometida la actuación de funcionarios estatales y el uso irregular de 
recursos públicos. En ese sentido, la denuncia sobre la existencia de 
números telefónicos destinados a actuaciones irregulares del Servicio de 
Inteligencia del Ejército, amerita una mayor investigación por parte de los 
órganos competentes. 

 
b)  Garantías y presupuestos que se deben verificar en la investigación de 

denuncias por afectaciones a derechos humanos como consecuencia 
del ejercicio irregular del poder estatal.  

 
•   Teniendo en cuenta lo anterior, conviene destacar que cuando se denuncian 

afectaciones a derechos humanos en las que se encontrarían 
comprometidos funcionarios del Estado y en donde se habría utilizando 
irregularmente no sólo los recursos públicos, que ya de por sí constituye un 
hecho grave, sino incluso los especiales poderes otorgados para el 
cumplimiento de sus funciones, se genera una especial obligación para el 
Estado con relación a deslindar su responsabilidad y la de sus funcionarios. 
Por ello, corresponde a los órganos competentes, en este caso, dada la 
eventual naturaleza delictiva de los hechos denunciados y la materia 
comprometida, principalmente al Ministerio Público y al Jurado Nacional del 
Elecciones, una actitud activa y decidida para investigar las denuncias 
realizadas y de ser el caso sancionar a los responsables. 

 
•   La existencia de controles sobre el ejercicio del poder estatal, a través de 

sus organismos y funcionarios, constituye un presupuesto sustancial para 
una adecuada investigación de hechos como los del presente caso, en los 
que se cuestiona el ejercicio irregular de los cuerpos de seguridad e 
inteligencia. Por ello, preocupa a la Defensoría del Pueblo que la legislación 
vigente no contemple mecanismos de control de los funcionarios del Servicio 
de Inteligencia Nacional ni la forma de hacer efectiva la responsabilidad 
política por sus actuaciones.  

 
•   En esa misma línea, también resulta importante destacar que hechos de 

esta naturaleza, dada la experiencia comparada y nacional, no pueden ser 
investigados con los métodos y criterios comunes, utilizados en las 
investigaciones de delitos en los que no se compromete la participación de 
los cuerpos de seguridad e inteligencia del Estado. Ello por la necesidad de 
garantizar que el poder investigado no pueda incidir en las investigaciones. 
Sin embargo, nuestro actual sistema normativo no cuenta con mecanismos 



especiales que respondan a estas necesidades de investigación, como por 
ejemplo, normas sobre protección de testigos y víctimas o aquellas que 
prevean la constitución de cuerpos de investigación especializados. 

 
3. Criterios utilizados en la presente investigación 

 
A juicio de la Defensoría del Pueblo, en virtud del principio de transparencia en 
su gestión, considera necesario poner en conocimiento de la opinión pública las 
conclusiones de sus propias investigaciones o el resultado de su análisis sobre 
las quejas y las solicitudes de intervención que se le hayan presentado.  
  
No corresponde a la Defensoría del Pueblo establecer responsabilidades 
penales por los hechos denunciados, sino más bien analizarlos a efectos de 
esclarecer los actos de la administración estatal que impliquen el ejercicio 
ilegítimo, irregular, abusivo o arbitrario de sus funciones, a fin de formular las 
recomendaciones correspondientes en el marco de sus funciones de defensa de 
los derechos constitucionales y fundamentales de la persona y la comunidad, así 
como de supervisión del adecuado cumplimiento de los deberes de la 
administración estatal. Por ello, al momento de efectuar nuestra investigación se 
han tomado en cuenta los siguientes criterios:  
 
•   El deber de garantía, el cual implica que los funcionarios estatales no sólo 

están obligados de abstenerse de afectar los derechos fundamentales, 
sino que además se les exige una especial diligencia en las 
investigaciones referidas a las vulneraciones de tales derechos. Esta 
obligación está establecida en el artículo 44º de la Constitución y el artículo 
1º de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

  
•   Sin perjuicio del respeto del principio según el cual quien afirma un hecho 

debe probarlo, así como la presunción de inocencia, en los casos donde se 
encuentran involucrados funcionarios del Estado, la adecuada 
investigación de las denuncias exige que aquellos colaboren activamente 
en la aportación de pruebas o indicios, más aún cuando en muchas 
ocasiones los funcionarios estatales se encuentran en mejores condiciones 
para contribuir a esclarecer los hechos. 

 
•   En el marco de las investigaciones defensoriales, que como ya se indicó, 

no tienen naturaleza sancionadora, la defensa de los funcionarios estatales 
no puede sustentarse en la simple negativa de los hechos denunciados, 
esperando que los denunciantes aporten la totalidad de las pruebas que 
sustenten los indicios presentados. 

 
•   De esta manera, el silencio de los funcionarios públicos involucrados o sus 

respuestas elusivas o ambiguas ante hechos evidentes y probados, 
evaluados en conjunto con otros elementos de cargo, pueden ser 
interpretados como una presunción de la veracidad de los hechos 
denunciados, salvo que de los elementos probatorios obtenidos o de la 
convicción a la que se llegue sobre los hechos, se desprendiera lo 
contrario. 

 
Estos criterios han servido de base para que la Defensoría del Pueblo, como 
órgano de control no jurisdiccional, luego de las actuaciones realizadas pueda 
arribar a determinadas conclusiones y recomendaciones. 

 
 



VI. CONCLUSIONES 
 
• El Estado se encuentra obligado por un deber general de garantía reconocido en 

el artículo 44º de la propia Carta fundamental a velar por la vigencia de los 
derechos fundamentales como los de elegir y ser elegido previstos en el artículo 
31º de la Constitución, los mismos que se encontrarían en cuestión en el 
presente caso. Este deber de garantía implica que los órganos, funcionarios y 
servidores del Estado no sólo se encuentran obligados a abstenerse de afectar 
estos derechos fundamentales, sino que además deben garantizar los 
presupuestos para su vigencia, por lo que ante denuncias concretas, deben 
investigar, sancionar y eventualmente disponer una indemnización si ello 
corresponde. De ahí se desprende la exigencia de una actitud activa, decidida y 
enérgica de las autoridades competentes frente a denuncias como la presentada 
por la asociación “Prensa Libre”, sobre todo cuando se vinculan a la posible 
participación de funcionarios estatales en los hechos denunciados. 

 
• Los hechos denunciados por la asociación “Prensa Libre” se vinculan con la 

posible afectación de las actividades políticas de los señores Andrade Carmona 
y Castañeda Lossio, realizadas en el marco de la proximidad del proceso 
electoral del año 2000. En ese sentido, de comprobarse estos hechos tendrían 
una presunta naturaleza delictiva común, pues las conductas objeto de la 
denuncia estarían comprendidas en lo dispuesto por el inciso a) del artículo 385º 
de la Ley Nº 26859, Ley Orgánica de Elecciones, y en el artículo 376º del Código 
Penal. Por lo tanto, corresponde al Jurado Nacional de Elecciones, en su calidad 
de instancia competente para fiscalizar la legalidad de los procesos electorales y 
la verificación de los presupuestos y garantías de los mismos, abocarse al 
conocimiento de estas situaciones y promover en su caso la actuación del 
Ministerio Público y el Poder Judicial, para que estas instancias realicen de 
acuerdo a sus atribuciones, una profunda investigación de los hechos que han 
sido materia de la denuncia. 

 
• La justicia militar, orientada exclusivamente a sancionar los delitos de función 

que vulneran bienes jurídicos y valores propios de las instituciones castrenses, 
no resulta competente para investigar los hechos materia de la denuncia. Sin 
embargo, sólo si al término de la investigación realizada por el Ministerio Público 
y en su caso por el Poder Judicial, se estableciera que los hechos denunciados 
carecen de relevancia penal, sus eventuales autores deberían ser sujetos de 
procedimientos disciplinarios a cargo de las respectivas entidades de control 
interno de la Policía Nacional y del Ejército Peruano. Es decir, de las 
correspondientes inspectorías de cada región policial o militar, o la misma 
Inspectoría General de cada una de las instituciones indicadas, a fin de 
investigar el eventual incumplimiento de los deberes militares de las personas 
involucradas. 

 
• Los contraindicios que se presentaron para desvirtuar la existencia de un plan 

elaborado y en vías de ejecución por los servicios de Inteligencia y destinado al 
seguimiento y a la hostilización de los señores Luis Catañeda Lossio y Alberto 
Andrade Carmona, no resultan completamente satisfactorios. A manera de 
ejemplo podemos señalar la afirmación contenida en la investigación de la 
fiscalía militar, según la cual, el sub oficial de la PNP Carlos Sutta Delgado se 
encontraba haciendo taxi con un radio transmisor en la mano en las 
inmediaciones del lugar en el cual se encontraba el señor Castañeda Lossio en 
la ciudad de Cerro de Pasco. Con relación a ese mismo hecho, tampoco hubo 
una explicación sobre la razón por la cual en el mismo vehículo conducido por el 
sub oficial de la PNP Carlos Sutta Delgado y en el momento en el que fue 



sorprendido comunicándose con el radio transmisor aludido, se encontraba una 
persona realizando una filmación encubierta de las actividades políticas del 
señor Luis Castañeda Lossio.  

 
• El poder que se otorga a los organismos del Estado y a sus funcionarios, como 

los miembros de la Policía Nacional y los cuerpos de inteligencia, debe estar 
sujeto a una serie de controles, entre los que destaca por su importancia la 
atribución de responsabilidad política por sus actos. Sin embargo, la Defensoría 
del Pueblo advierte que la legislación vigente no contempla mecanismos de 
control de los funcionarios del Servicio de Inteligencia Nacional ni la forma de 
hacer efectiva la responsabilidad política por sus actuaciones.  

 
• La experiencia comparada y nacional demuestran que las denuncias en las que 

se cuestiona la legalidad del ejercicio de los especiales poderes con los que 
cuentan los cuerpos de seguridad e inteligencia, no pueden ser investigados con 
los métodos y criterios comunes, utilizados en las investigaciones de delitos en 
los que estos elementos no se encuentran presentes. Ello por la necesidad de 
garantizar que el poder investigado no pueda incidir en las investigaciones. Sin 
embargo, la Defensoría del Pueblo considera que nuestro actual sistema 
normativo no cuenta con mecanismos especiales que respondan a estas 
necesidades de investigación, como por ejemplo, normas sobre protección de 
testigos y víctimas o aquellas que prevean la constitución de cuerpos de 
investigación especializados.             

 
• Del análisis realizado a la denuncia periodística efectuada por los representantes 

de la asociación “Prensa Libre”, la misma que presentaron a la Defensoría del 
Pueblo, no se advierten elementos que permitan concluir, razonablemente, que 
hayan incurrido en la comisión de delito contra la fe pública y la función 
jurisdiccional. En efecto, su actuación se ajusta al ejercicio legítimo de la libertad 
de expresión reconocido por el inciso 4) del artículo 2º de la Constitución, ya que 
todo los indicios, analizados en conjunto, indican que actuaron con diligencia en 
sus investigaciones. 

 
 
VII. RECOMENDACIONES 
 
1. EXHORTAR al Presidente del Pleno del Jurado Nacional de Elecciones, en su 

calidad de Presidente del Jurado Nacional de Elecciones, para que inicie una 
investigación y, de ser el caso, promueva la actuación del Ministerio Público 
contra quienes resulten responsables de los hechos denunciados por la 
asociación “Prensa Libre”, de conformidad con el inciso q) del artículo 5º de la 
Ley Nº 26486, Ley Orgánica del Jurado Nacional de Elecciones. 

 
2. INSTAR al Fiscal de la Nación y a la Presidenta de la Comisión Ejecutiva del 

Ministerio Público para que inicien una investigación fiscal y, de ser el caso, 
formulen denuncia contra quienes resulten responsables de los hechos 
denunciados por la asociación “Prensa Libre”, de conformidad con los artículos 
9º y 11º del Decreto Legislativo Nº 52, Ley Orgánica del Ministerio Público. 

 
3. RECOMENDAR al Inspector General del Ejército como el órgano de control de 

más alto nivel del mismo para que, conforme al artículo 12º del Decreto 
Legislativo Nº 437, Ley Orgánica del Ejército Peruano, y sólo si los hechos 
denunciados por la asociación “Prensa Libre” carecieran de contenido penal, 
inicie un proceso disciplinario dirigido contra los miembros del Servicio de 



Inteligencia del Ejército que participaron en los referidos hechos por haber 
faltado a sus deberes fundamentales como personal del Ejército peruano. 

 
4. RECOMENDAR al Inspector General de la Policía Nacional del Perú como el 

órgano de más alto nivel del Sistema de Control de la misma para que, conforme 
al inciso a) del artículo 21º del Decreto Legislativo Nº 371 modificado por el 
Decreto Legislativo Nº 744 que adecúa la estructura orgánica de la Policía 
Nacional del Perú y sólo si los hechos denunciados por la asociación “Prensa 
Libre” carecieran de contenido penal, inicie un proceso disciplinario dirigido 
contra los miembros de la Policía Nacional del Perú y también miembros del 
Sistema de Inteligencia Nacional que participaron en los hechos denunciados por 
la Asociación “Prensa Libre” por haber faltado a sus deberes fundamentales 
como miembros de la Policía Nacional. 

 
5. RECOMENDAR a la Comisión de Defensa Nacional, Orden Interno e Inteligencia 

del Congreso de la República, de conformidad con el artículo 34º y el inciso a) 
del artículo 35º del Reglamento del Congreso de la República, revise la 
legislación de la materia para instituir mecanismos de control sobre las 
actuaciones de los funcionarios de los cuerpos de inteligencia, especialmente el 
artículo 7º del Decreto Ley Nº 25635, Ley del Sistema de Inteligencia Nacional, 
con la finalidad de hacer depender al Servicio de Inteligencia Nacional de un 
Ministro, a efectos de permitir el control del Congreso a través de la atribución de 
responsabilidad política. 

 
6. RECOMENDAR a la Comisión de Justicia del Congreso de la República, de 

conformidad con el artículo 34º y el inciso a) del artículo 35º del Reglamento del 
Congreso de la República, revise la legislación en materia procesal penal, para 
establecer mecanismos especiales que respondan a las necesidades de 
investigación de supuestos en los que se denuncia la existencia de hechos 
delictivos imputados a funcionarios o servidores del Estado.  

 
7. REMITIR el presente Informe Defensorial, para los fines correspondientes, a: la 

Presidenta del Congreso de la República; la Presidenta de la Comisión de 
Defensa Nacional, Orden Interno e Inteligencia; el Presidente de la Comisión de 
Justicia del Congreso de la República; el Presidente del Jurado Nacional de 
Elecciones; el Fiscal de la Nación; el Presidente del Consejo de Ministros; el 
Ministro de Defensa; el Ministro del Interior; la Presidenta de la Comisión 
Ejecutiva del Ministerio Público; el Comandante General del Ejército; el 
Presidente del Consejo Supremo de Justicia Militar; el Inspector General del 
Ejército; el Director General de la Policía Nacional del Perú; y el Inspector 
General de la Policía Nacional del Perú. 

 
Lima,  octubre de 1999 


